ACCIÓN DE TUTELA. PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN:    660012204000-2005-00014-00

ACCIONANTE:         ORLEY SUÁREZ GONZÁLEZ 


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, marzo dieciocho de dos mil cinco 

                                                                       Aprobado por Acta No. 110

                                                                       Hora: 11 am 
Procede la Sala a dictar sentencia dentro de la acción de tutela instaurada por el ciudadano ORLEY SUÁREZ GONZÁLEZ, donde figura como accionado el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira.  

1.- SOLICITUD 

Narró el accionante que fue condenado por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira a la pena de seis (6) años de prisión al haber sido hallado responsable del delito de extorsión imperfecta.  

En uso de su derecho de defensa manifestó su intención de apelar de manera oral, a lo que el Juez del conocimiento se negó rotundamente. Con esta conducta el funcionario incurrió en una violación latente de los derechos al Debido Proceso y a la igualdad. 

Solicita se le conceda el amparo respectivo, habida cuenta que la nueva ley 906 es  más favorable a su caso, en consecuencia, debe brindársele la posibilidad de sustentar su recurso de manera oral. 

2.- Contestación

El despacho accionado guardó silencio. 

3.- PRUEBAS 

Se realizó inspección judicial al expediente original radicado bajo el número 660013104007-2004-00161-00.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Con la Carta de 1991 y como resultado directo de principios filosóficos inspirados en el desarrollo social, se instituyó la Acción Procesal Constitucional de Tutela como mecanismo ágil y eficiente para acudir en defensa de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos resulten agredidos por las autoridades o por particulares (en los casos determinados claramente). 

Si aquél tipo de vulneración ocurre dentro de un trámite judicial, en las voces de la jurisprudencia nacional, debemos referirnos a vías de hecho, las cuales tienen una connotación bien específica, pues se concretan a las determinaciones judiciales en las cuales es evidente la arbitrariedad, el capricho o la violación flagrante de las garantías constitucionales. 

En atención a esto, se pregunta la Sala si dentro del proceso penal adelantado en contra del señor ORLEY SUÁREZ GONZÁLEZ y donde resultó condenado como coautor por el delito de tentativa de extorsión, pudo haberse configurado una actuación arbitraria o carente de sustento legal a propósito del trámite de la apelación. 

Luego de la inspección judicial de rigor y de analizar con detenimiento las actuaciones del Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira con posterioridad al proferimiento de la sentencia, encuentra la Sala que en ningún momento esto sucedió; para justificar tal conclusión, corresponde referir:

1. El Juez del conocimiento respetó a cabalidad el procedimiento estipulado en el artículo 194 de la ley 600 de 2000. Una vez proferida la decisión de fondo, se presentó la correspondiente notificación y se surtieron los traslados para los apelantes. 

2. Cada uno de los procesados, incluido el aquí accionante, hizo uso de la facultad de impugnar. Actualmente el proceso está a despacho de esta Colegiatura para desatar la alzada. 

3. Pese a la insistencia del señor SUÁREZ GONZÁLEZ para que se le concediera un espacio para apelación oral, el Juez accionado dentro de un término oportuno le explicó acertadamente las razones por las cuales no procedía su pedimento. 

En este orden de ideas, la Sala encuentra que el Juez de instancia fue bastante garantista, pues no sólo imprimió el trámite correcto al asunto -en atención a que los hechos por los cuales estaba juzgando la conducta del actor acaecieron en el mes de agosto de 2003, es decir, mucho antes de entrar en vigencia la ley 906 de 2004-, sino porque además le explicó al actor diáfana y directamente los motivos de ese proceder. 

Es claro que lo que busca don ORLEY por medio de la acción de amparo, es que se le apliquen las normas del nuevo sistema penal acusatorio (vigente en el Eje Cafetero y en Bogotá a partir del primer día del año 2005), sin embargo, dicha meta es inalcanzable porque de ninguna manera es loable fraccionar normas de un sistema penal (como el acusatorio, por ejemplo) y unirlas a otro (como el de tendencia inquisitiva de la ley 600 de 2000), pues ello sería la apertura al caos judicial y el paso firme hacia la desmembración del principio de legalidad. 

No tiene sustento la petición del actor porque cada sistema punitivo contiene unos elementos que le son propios y que deben armonizarse para una interpretación sistemática. Por ello el acto legislativo 03 de 2002 estableció claramente la vigencia de la nueva normatividad para todas las conductas punibles que ocurrieran a partir del primer día del año 2005.

La Corte Constitucional al estudiar dicha reforma
 respaldó sus postulados, entre ellos los relacionados con la vigencia:  

“  3.5. Conclusión: el parámetro de constitucionalidad a aplicar en el presente caso.

Teniendo en cuenta los puntos expuestos en los acápites precedentes, la Corte considera necesario efectuar dos precisiones adicionales para resolver el problema jurídico sobre el parámetro de constitucionalidad que se debe aplicar en el presente proceso:

(a) Ya se señaló que fue voluntad del Constituyente instaurar un nuevo sistema penal; y según ha expresado esta Corporación, “un sistema se define por el hecho de no ser un simple agregado desordenado de elementos sino por constituir una totalidad, caracterizada por una determinada articulación dinámica entre sus partes y una cierta relación con su entorno”
. Por lo mismo, si bien las normas jurídicas que constan en el Acto Legislativo No. 3 de 2002 son parte integrante de dicho sistema, éste también incluye tanto (i) las leyes que lo habrán de desarrollar, como (ii) la infraestructura necesaria para su implementación, según dispone el artículo 4º Transitorio de dicho Acto Legislativo
, los cuales constituyen parte integrante del nuevo esquema diseñado por el constituyente derivado; y 

(b) (b)
Por virtud del mecanismo gradual y sucesivo de implementación establecido en el artículo 5º del Acto Legislativo, se presentarán tres (3) etapas distintas en el proceso de materialización del nuevo sistema acusatorio: (i) entre el momento de la aprobación del Acto Legislativo y el 1º de enero de 2005, regirá el sistema preexistente; (ii) entre el 1º de abril de 2005 y el 31 de diciembre de 2008, se presentará una etapa de transición durante la cual coexistirán los dos sistemas en distintas regiones del territorio nacional; y (iii) a partir del 31 de diciembre de 2008, deberá estar en “plena vigencia” el nuevo modelo acusatorio de procedimiento penal en todo el país.
De esta manera, y para efectos de resolver el problema jurídico bajo estudio, la Corte considera que son relevantes las siguientes conclusiones:

3.5.1. El Acto Legislativo No. 3 de 2002 existe, en la medida en que fue aprobado por el Congreso de la República en ejercicio de su función constituyente, por medio de los ocho debates prescritos por la Carta Política.

3.5.2. El Acto Legislativo está vigente, puesto que así lo dispone su artículo 5º Transitorio al establecer que “rige desde su aprobación”; pero su eficacia jurídica ha sido modulada por el constituyente derivado, en el sentido de que si bien comenzará a surtir ciertos efectos jurídicos a partir de su aprobación –tales como, por ejemplo, la conformación de una Comisión encargada de preparar los proyectos de ley necesarios para desarrollarlo
, o el establecimiento de las fechas de inicio y culminación del proceso de implementación gradual del nuevo sistema en la práctica
-, otros efectos han sido diferidos en el tiempo –tal como sucede con la desaparición del sistema establecido en 1991 y la correlativa instauración del nuevo sistema de corte acusatorio
- o excluidos –como ocurre con la aplicación del nuevo sistema a hechos cometidos con anterioridad a su vigencia, la cual ha sido prohibida expresamente por el Acto Legislativo
-.  
3.5.3. En ese sentido, como se ha explicado, el Congreso de la República eligió, en tanto medida de política criminal instrumentalizada en una norma constitucional, dar aplicación e implementación graduales y sucesivas a las normas constitutivas del nuevo sistema, en los términos de los artículos 4º y 5º Transitorios del Acto Legislativo, citados varias veces en esta providencia. ” (Se resalta para destacar). 
Como corolario, dada la forma gradual y modulada como fue concebida la aplicación de la ley 906, es clara su coexistencia con la ley 600, de ahí que cada uno de los contenidos de ambas regulaciones deban aplicarse de manera integral a cada situación particular, sin que exista la posibilidad de una construcción intermedia como la pretendida por el tutelante.  

Son estos los motivos que obligan a despachar desfavorablemente el amparo impetrado. 
5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

falla

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el ciudadano ORLEY SUÁREZ GONZÁLEZ. 

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría REMÍTASE el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE        
 
          VICENTE RODRÍGUEZ FEO

      Magistrado 

     

                       Magistrado

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                                 CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
                 Magistrado    

    

                Secretaria de la Sala
� Sentencia C-873/03 M. P. Dr. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA


�  Sentencia C-251 de 2002, MM.PP. Eduardo Montealegre Lynett y Clara Inés Vargas Hernández.


� Artículo 4 – Transitorio. “Confórmase una comisión integrada por el Ministro de Justicia y del Derecho, el Fiscal General de la Nación, quien la presidirá, el Procurador General de la Nación, el Presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el Defensor del Pueblo, el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, o los delegados que ellos designen, tres Representantes a la Cámara y tres Senadores de las Comisiones Primeras, y tres miembros de la Academia designados de común acuerdo por el Gobierno y el Fiscal General, para que, por conducto de este último, presente a consideración del Congreso de la República a más tardar el 20 de julio de 2003, los proyectos de ley pertinentes para adoptar el nuevo sistema y adelante el seguimiento de la implementación gradual del sistema. // El Congreso de la República dispondrá hasta el 20 de junio de 2004 para expedir las leyes correspondientes. Si no lo hiciere dentro de este plazo, se reviste al Presidente de la República de facultades extraordinarias, por el término de dos meses para que profiera las normas legales necesarias al nuevo sistema. Para este fin podrá expedir, modificar o adicionar los cuerpos normativos correspondientes incluidos en la ley estatutaria de la administración de justicia, la ley estatutaria de habeas corpus, los Códigos Penal, de Procedimiento Penal y Penitenciario y el Estatuto Orgánico de la Fiscalía. // Con el fin de conseguir la transición hacia el sistema acusatorio previsto en el presente Acto Legislativo, la ley tomará las previsiones para garantizar la presencia de los servidores públicos necesarios para el adecuado funcionamiento del nuevo en particular, el traslado de cargos entre la Fiscalía General de la Nación, la Rama Judicial, la Defensoría del Pueblo, y los organismos que cumplen funciones de policía judicial. El gobierno Nacional garantizará los recursos para la implementación gradual del sistema acusatorio y para la consolidación de un Sistema Nacional de Defensoría Pública.”


� “Artículo 4. Transitorio. Confórmase una comisión integrada por el Ministro de Justicia y del Derecho, el Fiscal General de la Nación, quien la presidirá, el Procurador General de la Nación, el Presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el Defensor del Pueblo, el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, o los delegados que ellos designen, tres Representantes a la Cámara y tres Senadores de las Comisiones Primeras y tres miembros de la Academia designados de común acuerdo por el Gobierno y el Fiscal General para que, por conducto de este último, presente a consideración del Congreso de la República a más tardar el 20 de julio de 2003, los proyectos de ley pertinentes para adoptar el nuevo sistema y adelante el seguimiento de la implementación gradual del sistema. (…)”.


� “Artículo 5º. Vigencia. (…) La aplicación del nuevo sistema se iniciará en los distritos judiciales a partir del 1º de enero de 2005 de manera gradual y sucesiva. El nuevo sistema deberá entrar en plena vigencia a más tardar el 31 de diciembre del 2008. (…)”


�  Id.


�  “Artículo 5º. Vigencia. El presente Acto Legislativo rige a partir de su aprobación, pero se aplicará de acuerdo con la gradualidad que determine la ley y únicamente a los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia que en ella se establezca.”
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